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Presentación 

	 El Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables (MIMP) es el ente rector en políticas 
nacionales para garantizar la igualdad de derechos entre mujeres y hombres, razón por la cual 
debe promover y fortalecer la transversalización del enfoque de género, impulsar y proteger los 
derechos de las mujeres, y actuar en la prevención, protección y atención de la violencia contra la 
mujer y la familia.

	 Tras 17 años de funcionamiento, el MIMP ha forjado avances para el logro de la igualdad de 
las mujeres y los hombres del país. Sin embargo, aún existen retos pendientes en la agenda interna-
cional del desarrollo humano y la consolidación del país hacia el Bicentenario de la República.

	 El presente documento muestra la situación actual de los derechos de las mujeres en 
el Perú, hace un recorrido por la evolución del ministerio en sus diferentes etapas, presenta los 
avances más significativos obtenidos a lo largo de su vida institucional y enmarca los desafíos 
pendientes que señalan el derrotero de las políticas a ser implementadas en los próximos años.

Lima, marzo de 2014
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El costo 
de la desigualdad 
de género en el Perú 
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 Laigualdad como centro del desarrollo 

En los últimos años la economía del país ha mejorado. 
Según información del Banco Central de Reserva del Perú, en 
2010 la tasa de crecimiento del producto bruto interno creció 
8.8%, en 2011 llegó a 6.9% y en 2012, a 6.3%, y entre 2011 y 2013 
las inversiones privadas totales podrían llegar a 38 mil millones 
de dólares. Incluso en las proyecciones macroeconómicas me-
nos optimistas en la región, el país aparece fortalecido para los 
próximos años.

	 En ese contexto, sin embargo, el Perú tiene grandes re-
tos para asegurar el ejercicio de derechos de todos sus ciudada-
nos y ciudadanas. Entre las desigualdades persistentes están las 
que afectan a las mujeres, aquellas que les impiden el ejercicio 
pleno de sus capacidades y que obstaculizan el camino al desa-
rrollo sostenido del país. 

	 De acuerdo al Instituto Nacional de Estadística e Infor-
mática (INEI), en 2013 el Perú cuenta con 30 millones 475 mil 
habitantes, y cada año la población se incrementa en cerca de 
339 mil personas. Las mujeres representan el 49.9% del con-
junto de la población pero no tienen la misma representación 
en su participación social. 

	 Por ejemplo la tasa de actividad, un indicador que mide 
la relación entre el número de Población Económicamente Ac-
tiva (PEA) y la población total de 6 a más años, es de 82.4 en el 
caso de los hombres, mientras que para las mujeres es de 64.8 
según la Encuesta Nacional de Hogares (INEI 2012).

· Datos ·

•• De acuerdo al Tercer Informe 
Nacional de Cumplimiento de los Objetivos 
del Milenio, es desproporcionadamente 
alta la cantidad de mujeres en la 
población ocupada con ingresos 
inferiores a la línea de pobreza, pues 
la diferencia entre la proporción de 
trabajadores hombres y mujeres con 
ingresos inferiores a la línea de pobreza 
sigue siendo superior a LOS 20 puntos 
porcentuales.

• Las mujeres ocupadas principalmente 
se autoemplean como independientes 
no profesionales, como trabajadoras 
familiares no remuneradas, y en empresas 
pequeñas de 2 a 9 trabajadores: todo esto 
impacta en sus condiciones de trabajo. 
Las actividades donde se concentran más 
las mujeres ocupadas son agricultura, 
ganadería y pesca, el comercio al por 
menor y, en servicios, ramas de actividad 
de bajo nivel agregado.

• UnA de las barreras que enfrentan 
las mujeres para acceder en igualdad 
al mercado laboral es la violencia. 
Desde 2003 el Perú cuenta con una norma 
contra el hostigamiento sexual (Ley de 
Prevención y Sanción del Hostigamiento 
Sexual, Ley Nº 27942), la cual fue 
modificada en 2009 por la Ley Nº 29430 para 
incluir el acoso sexual que se produce 
no solo en relaciones verticales sino 
también horizontales, y PARA mejorar 
otros aspectos del procesamiento de las 
denuncias.
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«EL DESEQUILIBRIO SE 

REPRODUCE EN EL ámbito 

urbano y rural, tanto 

EN el grupo ocupacional 

de funcionarios y 

directivos, como en 

el de profesionales Y 

AUXILIARES». 

	 Además, al insertarse al mercado de 
trabajo sus condiciones no son las mismas: los 
hombres ganan más dinero que ellas. Hay una 
notoria diferencia salarial según el género: aun 
con las mismas calificaciones que sus pares 
hombres, las mujeres que trabajan perciben 
casi un 70% del sueldo de estos. Así se explica 
que mientras un hombre obtiene ingresos men-
suales de S/. 1,308.90 (el ingreso promedio de la 
PEA ocupada masculina), ellas apenas obtienen 
S/. 896 (el ingreso promedio de la PEA ocupada 
femenina), tal como indica INEI 2012. 

	 Este desequilibrio se reproduce en to-
das las situaciones: en el ámbito urbano y ru-
ral, en la costa, sierra y selva, tanto dentro del 
grupo ocupacional de funcionarios y directivos, 
como en el de profesionales y auxiliares. Exis-
te, pues, una desigualdad entre mujeres y va-
rones que cruza diferentes variables: se ancla 
en ciertas concepciones profundas sobre roles 
productivos y reproductivos asignadas en fun-
ción al sexo y que terminan definiendo la vida 
cotidiana.

	 De acuerdo con la Encuesta Nacional 
sobre Uso del Tiempo (ENUT) de 2010, la carga 
total de trabajo —que comprende tanto trabajo 
remunerado como no remunerado— no se re-
parte igual entre mujeres y varones. En el pro-
medio nacional ellas trabajan a la semana 9 ho-
ras más que ellos. Y no todas las mujeres están 
en las mismas condiciones, porque las mujeres 
rurales trabajan a la semana 10 horas más que 
las urbanas, 26 horas más que los hombres ru-
rales, y 32 horas más que los hombres urbanos. 
Los hombres en general invierten menos tiempo 
en actividades domésticas y de cuidado, 23 horas 
semanales menos que las mujeres.

En la estructura cultural que 
divide a hombres y mujeres, a estas 
se las relaciona con los procesos 
ligados a lo emocional-instintivo y 
no a lo racional-lógico. Esto incide 
en que la ciencia, la tecnología, 
la creación cultural y el arte 
sean vinculados a los hombres. 
Por su capacidad procreadora, las 
mujeres son valoradas en torno a 
sus posibilidades de reproducción 
y cuidado de otras y otros. 
Correlativamente, la capacidad 
de interrelación afectiva es la 
parte menos valorada en términos 
masculinos. De allí que casi todo lo 
público aparezca como una esfera 
masculina, mientras que lo privado 
y familiar sea femenina. 
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	 En otras palabras, las mujeres asumen un 
trabajo adicional: lo relacionado con el hogar y el 
cuidado. Lo doméstico es una responsabilidad que 
influye de forma diferenciada en ellas, lo que origi-
na consecuencias adversas en la medida de que no 
se trata de una actividad valorada socialmente. Por 
lo mismo, incide en el acceso a derechos asociados 
al trabajo remunerado como la posibilidad de tener 
derechos laborales y acceder a un seguro social 
con prestaciones de salud o jubilación. Esto, a su 
vez, delimita diferencias significativas en las conse-
cuencias del envejecimiento para ellos y ellas, pues 
la desprotección social es más significativa en el 
caso de las mujeres.

	 Con todo, son las mujeres peruanas la base 
de casi todos los programas sociales del Estado. Sin 
su participación en el trabajo comunitario, los come-
dores populares y los servicios de cuidado infantil 
diurnos no podrían existir.

	 Los patrones culturales cotidianos tam-
bién se plasman en leyes y políticas públicas. Un 
ejemplo sencillo: en la actualidad las mujeres 
tienen tres meses de descanso asociado a la ma-
ternidad, mientras que a los hombres solo se les 
reconoce cuatro días por paternidad. Tras esos 
días ellos deberán reintegrarse a su trabajo sin 
que sea significativa la valoración del vínculo de 
cuidado padre-hijo que muchos varones desean 
cultivar en el contexto de masculinidades diferen-
tes a la tradicional. ¿Quién asumirá las tareas de 
cuidado y crianza que se requieren con la llegada 
de un o una bebé? Se espera que sean las mujeres 
las encargadas exclusivas de esta tarea, asistidas 
por otras mujeres —madres, hermanas u otras hi-
jas—. Desde la normativa se necesita que se brin-
de un escenario que facilite el involucramiento de 

«Las mujeres son la base de 

casi todos los programas 

sociales del Estado. Sin ellas 

los comedores populares 

y los servicios de cuidado 

infantil no podrían existir».

los hombres en estas tareas, para no seguir re-
produciendo así el esquema que se explicita en la 
Encuesta Nacional de Uso del Tiempo.

	 La diferencia entre mujeres y hombres que 
se torna en desigualdad se explica por factores del 
entorno social y cultural, y no por la naturaleza. Exis-
ten condiciones que legitiman roles, espacios y ca-
racterísticas que se atribuyen a mujeres y varones de 
forma diferenciada y jerarquizada en su valoración, 
lo que define la vida e incide en el goce y ejercicio de 
derechos. A esta forma de análisis de la desigualdad 
entre mujeres y hombres se le denomina enfoque de 
género. Mientras estas condiciones se conserven en 
la mentalidad colectiva, perdurará una discrimina-
ción hacia las mujeres que es de carácter simbólico y 
concreto a la vez. 

	 Modificar los patrones culturales de todo 
un sistema de creencias, valores y costumbres 
que genera la desigualdad estructural entre mu-
jeres y varones no es una tarea a corto plazo ni de 
una sola institución. Como ente rector de políti-
cas públicas con enfoque de género, el Ministerio 
de la Mujer y Poblaciones Vulnerables impulsa el 
cumplimiento de la responsabilidad gubernamen-
tal para concretar la igualdad de derechos entre 
hombres y mujeres en todos los ámbitos de la vida 
personal, familiar, comunitaria y social: esa res-
ponsabilidad es compartida por las instancias de 
los tres poderes y niveles de gobierno del Estado 
peruano, lo que incluye al Parlamento y el Poder 
Judicial, los ministerios, organismos públicos y 
los gobiernos regionales y locales. 

	 El desarrollo del país requiere de la 
igualdad del ejercicio de derechos de la pobla-
ción. Y para lograrlo el Perú requiere de la igual-
dad entre todas y todos.

Los roles, espacios y atributos de género que se asocian 
a mujeres y hombres con valores sociales diferenciados 
y jerarquizados no son inmutables: como creación 
sociocultural varían en el tiempo y pueden transformarse 
en esquemas más igualitarios e integralmente humanos. Es 
labor del Estado peruano impulsar este cambio. 
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	 Con todo, la ENDES 2012 tam-
bién ha demostrado un significativo 
cambio en la realidad de las mujeres 
peruanas: por primera vez en la histo-
ria el país cuenta con la generación de 
mujeres más educada en la zona rural. 
La tasa de mujeres que ha culminado 
sus estudios de primaria y secundaria es 
cada vez más alta, lo que compromete la 
labor del Estado para generar por ellas 
mejores condiciones que fortalezcan su 
calidad de vida. 

	 En el acceso a la ciudadanía 
las mujeres aún no cuentan con cifras 
de igualdad. De las 1’376,284 personas 
que no cuentan con documentación ofi-
cial en todo el país, el 53% son mujeres 
de acuerdo con la Encuesta Nacional de 
Programas Estratégicos de 2011 (ENA-
PRES): el 29% vive en zonas urbanas y 
un 24% habita en zonas rurales. 

	 Además, las mujeres que son 
la mitad de la población peruana y par-
ticipan formalmente en política desde 
hace más de 50 años, no han alcanzado 
una representación que supere en los 
procesos electorales el 30% de la cuota 
de género en ninguno de los ámbitos: ni 
nacional, regional, provincial o distrital. 
De acuerdo a las cifras de los organis-

mos especializados, en los dos procesos 
electorales de la última década, 15,253 
hombres ocuparon cargo de representa-
ción popular, frente a 5,828 mujeres. 

	 En el Perú la pobreza es una 
palabra esencialmente femenina. En 
2011 el 25.4% de los hogares del país 
fue conducido por mujeres: la mayo-
ría de los hogares donde la jefatura es 
ejercida por una mujer son monopa-
rentales, donde la responsabilidad re-
cae sola y exclusivamente en la jefa de 
hogar. La vulnerabilidad a la pobreza de 
estos hogares es alta: en el mismo año, 
una cuarta parte (25%) de estos hoga-
res estuvo en condición de pobreza, en 
comparación al 13.5% de pobreza de los 
hogares monoparentales encabezados 
por hombres. La situación se agrava en 
el área rural: allí, el 49% de los hogares 
monoparentales encabezados por mu-
jeres es pobre, en contraste con 38.7% 
en el caso de jefatura de hombres. 

	 La pobreza en los hogares con 
jefatura femenina está asociada con 
menores niveles de educación, partici-
pación desproporcionadamente elevada 
en empleo vulnerable, y diferencias en 
remuneraciones de trabajo en detri-
mento de las mujeres en Perú.

Desigualdades que cuentan en la vida cotidiana

	 En el Perú las mujeres comienzan a te-
ner hijos desde edades muy tempranas: antes de 
los 18 años de edad, entre el 14.5% y el 16.9% de 
la población femenina ya ha procreado su primer 
hijo. Más importante todavía: del total de adoles-
centes de 15 a 19 años, el 13.2% ya estuvo algu-
na vez embarazada. Tal es así que, al llegar a los 
25 años, más del 63% de mujeres en el país ya ha 
dado a luz.

	 Estos datos, provenientes de la Encues-
ta Demográfica y de Salud Familiar (ENDES) del 
año 2012, demuestran que la conducta reproduc-
tiva de las adolescentes es un tema importante 
para el Estado: impacta de forma significativa en 
la vida de las mujeres, en sus posibilidades de 
ejercicio de derechos durante el resto de su vida 
y tiene implicancias sociales y económicas.

	 La no culminación de la formación edu-
cativa es quizá una de las limitaciones más cru-
ciales que deben afrontar las adolescentes in-
volucradas. También se les presenta obstáculos 
para insertarse en el mercado laboral. La ma-
ternidad en la adolescencia delimita la vida de 
las adolescentes de una forma en la que la vida 
de los chicos no es afectada. Las diferencias de 
género marcan.

	 La brecha en educación es otro de los 
principales problemas de género en el país: en 
el año 2012, la tasa promedio de analfabetismo 
fue de 6.7%, siendo la cifra mucho mayor en el 
caso de las mujeres (10.1%) en contraste a la de 
los hombres (3.2%) (ENDES 2012). La diferencia 
más grande se produjo cuando se hizo la com-
paración según lugar de residencia: en el ámbito 
rural había un 26% de mujeres analfabetas fren-
te a un 8% de hombres.

· Datos ·

• Según la ENDES 2012, en el país el 
54.8% de las mujeres tenía educación 
secundaria completa o superior: en 
el área urbana las cifras superaron 
a las del área rural (65.6% frente a 
un 22.6%). El mismo informe detalla 
que en los departamentos de 
Cajamarca, Amazonas y Huancavelica 
menos del 30% de las mujeres tenía 
secundaria completa o algún año de 
educación superior.

• La ENDES 2012 también señala 
que los mayores porcentajes de 
adolescentes madres o embarazadas 
se presentaron en las mujeres sin 
educación, con un 56.7%.

Son muchos los factores que conllevan al ejercicio cada vez más 
temprano de la sexualidad en los y las adolescentes y, por ende, a 
los embarazos precoces. Según estudios de la Comisión Económica 
para América Latina y el Caribe y el Fondo de las Naciones Unidas para 
la Infancia, estos factores incluyen los cambios socioeconómicos, 
nuevos estilos de vida e insuficiente educación sexual. En el ámbito 
de esa población tienen también mucho impacto la presión de grupo, 
la curiosidad, el abuso sexual, el sexo como paga por dinero, y la 
falta de orientación de los padres y madres. Para enfrentar un 
problema multicausal el Estado Peruano ha aprobado un Plan 
Multisectorial para la Prevención del Embarazo en Adolescentes. 

 «La pobreza en los hogares 

de jefatura femenina se 

asocia a menores niveles de 

educación y una participación 

desproporcionadamente 

elevada en empleo 

vulnerable». 

Los varones pueden ser aliados 
importantes en la construcción y 
recuperación de una sociedad democrática, 
libre de violencia y corresponsables del 
cambio de los patrones socioculturales 
discriminatorios hacia las mujeres. Se 
requiere de procesos en los que cuestionen 
sus privilegios y las limitaciones que les 
origina el reproducir una masculinidad 
tradicional que les exige dar muestras de 
supuesta hombría de manera permanente: 
un modelo que les impide tener relaciones 
cercanas y afectivas con sus seres 
queridos y los expone permanentemente 
a riesgos innecesarios que ponen en 
peligro su salud y vida y los predispone a 
la violencia contra las mujeres, contra 
otros hombres y contra sí mismos.
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Por una vida libre de violencia 

	 Los seres humanos son seres bio-psico-sociales. Es 
decir, poseen un cuerpo biológico y una capacidad mental que 
promueve la reflexión y las decisiones sobre su futuro, a la vez 
que gozan de una facultad de interrelación y establecimiento 
de lazos afectivos con los demás para poder vivir en armonía.

	 Cada vez que una mujer es agredida física o psicoló-
gicamente, se atenta contra esos tres aspectos elementales.

	 La violencia hacia la mujer en todas sus manifes-
taciones vulnera sus derechos fundamentales como per-
sona. Esto acarrea costos no solo a nivel individual sino 
también social. No es casual que desde 1993 el Estado 
peruano haya reconocido la violencia familiar (VF) como un 
obstáculo estructural que vulnera los derechos humanos 
de la ciudadanía.

	 Una mujer violentada por su pareja corre riesgo de 
muerte. La violencia sexual marca la vida de las personas y 
afecta su esfera subjetiva más profunda. Además, el que una 
mujer haya padecido violencia familiar o sexual acarreará 
también consecuencias sociales: sus efectos perjudicarán 

	 Toda esta información, recogida en el VI Infor-
me del Cumplimiento de la Ley de Igualdad de Opor-
tunidades entre Mujeres y Hombres 2012, se comple-
menta con las cifras proporcionadas por el Programa 
Nacional Contra la Violencia Familiar y Sexual (PNC-
VFS) del Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulne-
rables: un total de 37,315 casos de violencia familiar 
fueron atendidos durante ese año en los Centros 
Emergencia Mujer.
 	  En términos de lo que se espera de toda convi-
vencia en sociedad, un esquema cultural que naturali-
za la violencia hacia las mujeres es insostenible. Con el 
atropello de sus derechos no se puede llegar a la igual-
dad que se requiere, y tampoco permite la construcción 
de un proyecto común de país desarrollado. Inclusive a 
nivel macroeconómico, la violencia de género ocasiona 
secuelas al influenciar en el desarrollo productivo de la 
nación.

	  De acuerdo con el estudio Los costos empre-
sariales de la violencia contra las mujeres en el Perú 
(Universidad de San Martín de Porres) publicado 

su desempeño e integración en el empleo y el estudio, 
más allá de perturbar su independencia personal y su 
autonomía para las decisiones propias.

	 La violencia de género limita el ejercicio de 
derechos de las mujeres como seres humanos inte-
grales y las afecta de forma claramente diferenciada.

	 Por ejemplo, solo en 2012 las Direcciones Te-
rritoriales de la Policía Nacional registraron 122,689 
denuncias por violencia familiar en todo el país, de las 
cuales el 89.7% de los casos tenía a mujeres como víc-
timas. En otras palabras, 10,224 mujeres víctimas por mes: 
341 casos por día: 14 mujeres fueron víctimas de vio-
lencia a cada hora que pasó.
	 En el mismo periodo de tiempo el Observatorio 
de la Criminalidad del Ministerio Público encontró que 
solo en la capital del país se registraron 17,094 casos de 
violencia familiar, lo que arrojaba un promedio diario de 
95 denuncias.

	 El número de actos violentos contra la mujer 
podría ser mayor, si se considera que solo 4 de cada 
10 episodios de violencia se denuncian.

Se han promovido importantes 
cambios en la legislación. Por 
ejemplo, se pasó de mantener un 
código penal donde el bien jurídico 
protegido era el honor a uno 
preocupado por el derecho a la 
libertad sexual. Además, si antes 
una mujer era violada, bastaba que 
el agresor se casara con ella para 
que fuera perdonado. Poco a poco la 
legislación penal llegó a sancionar 
lo esencial en una violación: la 
falta de consentimiento de la 
actividad sexual. Hoy la legislación 
penal reconoce los homicidios de 
mujeres cometidos por razones de 
discriminación de género, crímenes 
que son conocidos como feminicidios.
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 en 2013, solo la empresa privada pierde 6,744 mi-
llones de dólares anuales a causa de la violencia 
contra la mujer —que se manifiesta en ausen-
tismo, rendimiento disminuido y tardanzas, por 
ejemplo—: la cifra representa un 3.7% del pro-
ducto bruto interno del país.

	 Con las mediciones de recurrencia de la 
violencia que el Instituto Nacional de Estadística 
e Informática (INEI) está desarrollando con las 
ENDES desde el año 2000, puede notarse que ha 
habido una ligera disminución de casos a nivel na-
cional. En aquel año un 42% de mujeres reportaba 
haber sufrido violencia física o sexual alguna vez 
en su vida. Para el año 2012, la cifra llega a 37.2%.

	 Por otro lado, la conciencia de las mu-
jeres peruanas para recurrir a ayuda especia-
lizada en casos de agresión física y mental se 
ha incrementado: mientras que hace trece años 
solo un 19% de las víctimas solicitaba auxilio, 
ahora lo hace un 24%.

	 La información recabada en las últimas déca-
das sobre la situación de la mujer en el Perú también 
evidencia otro factor importante: la violencia de género 
es un fenómeno que cruza los distintos espacios socia-
les y ámbitos geográficos. Esto significa que la creencia 
de que solo las mujeres pobres e indígenas sufren vio-
lencia por parte de sus parejas es un mito.

	 La violencia física, sexual y psicológica que 
tiene lugar dentro de la familia o las relaciones inter-
personales es una parte importante del fenómeno de 
la violencia contra las mujeres pero no es la única. Las 
mujeres están expuestas a distintas formas de violencia 
en la sociedad que puede ser perpetrada por cualquier 
persona y que comprende, entre otros, la violación se-
xual, la trata de personas, el acoso sexual en el lugar 
de trabajo, instituciones educativas, establecimientos de 
salud o cualquier otro lugar, entre otras formas. El Esta-
do peruano tiene la obligación de enfrentar todas estas 
manifestaciones de discriminación, y lo ha hecho desde 
el Ministerio de la Mujer a lo largo de su evolución.

cifraS de la desigualdad

s/.

42.5%
fue el nivel de participación 
de las mujeres en el mercado 
laboral del sector público en 
2012. En el sector privado solo 
llegó a 32.2%.

más que las mujeres es lo que 
han ganado en promedio los 
hombres en el Servicio Civil en 
los últimos siete años. En el 
sector privado no es diferente.

15%

49,539
casos de violencia familiar y 
sexual fueron atendidos en los 
Centros Emergencia Mujer del 
país en el año 2013.

atestados policiales se pre-
sentaron al Ministerio Públi-
co por delito de trata en 2012: 
de los 518 agraviados, 96% 
eran mujeres.

211

22 de 100
adolescentes de 15 a 19 años 
de edad son madres en el área 
rural. En el área urbana la re-
lación es de 10 de cada 100 
mujeres adolescentes.

de las adolescentes de Loreto 
ya tienen un hijo o hija o están 
embarazadas. En la región San 
Martín es el 27.2%, en Tumbes, 
el 27%, y en Ucayali, 26.5%.

32.2%
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Un ente rector en 
políticas de igualdad
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Se 
hace camino 

al andar
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 El primer paso

	 En 1995 el Estado peruano, al suscribir los acuerdos 
de la Plataforma de Beijing, selló su compromiso de «promover 
los objetivos de igualdad, desarrollo y paz para todas las muje-
res del mundo en interés de toda la humanidad» (ONU, 1995).

	 La acción correspondiente frente a ese compromiso 
fue la creación de un mecanismo al más alto nivel que lograra 
ser la instancia rectora y responsable de las políticas y normati-
vas para el adelanto de las mujeres inspiradas en los acuerdos 
de Beijing. Así, en octubre de 1996, con el Decreto Legislativo 
Nº 866, se aprobó la Ley de Organización y Funciones que dio 
origen al Ministerio de Promoción de la Mujer y del Desarrollo 
Humano – PROMUDEH.

	 Ese fue el primer paso del Estado peruano para con-
cretar una estrategia global de diseño de mecanismos naciona-
les para el adelanto de las mujeres.  

	 En esta primera etapa, el ministerio puso énfasis en el 
desarrollo de las mujeres y la familia bajo el principio de igual-
dad de oportunidades, la promoción de actividades que favore-
cieran el desarrollo humano, y la atención de manera priorita-
ria a los menores de edad en riesgo.

	 Para lograr esos objetivos, la primera estructura orgánica 
del ministerio estuvo constituida por un único viceministerio deno-
minado De la Mujer y Desarrollo Humano, el cual contaba con tres 
gerencias: una de Promoción de la Niñez y Adolescencia, otra de 
Desarrollo Humano y una tercera de Promoción de la Mujer. 

· cita ·

«decreto legislativo Nº 866:

Artículo 1.- Objeto
el presente decreto legislativo 
tiene por objeto definir el ámbito, 
misión, objetivos, funciones y 
organización del ministerio de 
promoción de la mujer y del 
desarrollo humano - promudeh.

Artículo 2.- misión
el ministerio de promoción de la 
mujer y del desarrollo humano 
tiene como misión promover el 
desarrollo de la mujer y la familia, 
promover las actividades que 
favorezcan el desarrollo humano 
de la población y la atención 
prioritaria a los menores en riesgo». 
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	 Esta última gerencia era el órgano que 
mantenía relaciones funcionales con los organis-
mos del sector y otras entidades de la adminis-
tración pública y el sector privado para promover, 
coordinar, dirigir, supervisar y evaluar políticas, 
planes, programas y proyectos con enfoque de gé-
nero: se proyectaba mejorar la calidad de vida de 
las mujeres, en especial de aquellas en situación 
de extrema pobreza o vulnerabilidad. Para ello la 
Gerencia de Promoción de la Mujer se apoyaba en 
dos oficinas: la de Pro Capacidades para Mujeres y 
la de Pro Equidad.

	 Fue en esta etapa que se crearon pro-
gramas de asistencia social como el Pronaa 
(Programa Nacional de Asistencia Alimentaria), 
Wawawasi (de cuidado en horario diurno de hi-
jos y/o hijas de madres en situación de pobreza), 
y el Programa de Alfabetización, entre otros. 
Luego, en 2001, se creó el Programa Nacional 
contra la Violencia Familiar y Sexual a través 
del Decreto Supremo Nº 008-2001-PROMUDEH, 
a fin de contribuir a la reducción de la elevada 
prevalencia de violencia familiar en mujeres ni-
ñas, niños y adolescentes.

«En los años noventa se 

crearon programas de 

asistencia social como 

el Pronaa, Wawawasi 

y el Programa de 

Alfabetización». 
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La segunda etapa 

	 Un segundo momento del ministe-
rio se dio en julio del año 2002 cuando se 
modificó su estructura mediante la Ley Or-
gánica Nº 27779 que estableció la denomi-
nación Ministerio de la Mujer y Desarrollo 
Social – MIMDES.

	 En esa etapa el ministerio asumió 
un rol rector en el diseño, las propuestas y 
la ejecución de la política de desarrollo so-
cial y humano, promoviendo la equidad de 
género y la igualdad de oportunidades para 
la mujer, la niñez, la tercera edad y las po-
blaciones en situación de pobreza y pobreza 
extrema, discriminadas y excluidas.

	 A diferencia de la primera etapa, la 
estructura del MIMDES contaba con dos vi-
ceministerios: uno de la Mujer y otro de De-

sarrollo Social. Esto significó un avance en 
la especialización del trabajo sectorial.

	 Los órganos de línea dependientes 
del Viceministerio de la Mujer eran tres Di-
recciones: la Dirección General de Promo-
ción de la Mujer, la Dirección General de 
Niñas, Niños y Adolescentes, y la Dirección 
General de Personas Adultas Mayores.

	 En la Dirección General de Pro-
moción de la Mujer recaía la promoción, 
coordinación, dirección, supervisión y eva-
luación de las normas, políticas, planes, 
programas y proyectos en el campo de la 
mujer e igualdad de oportunidades y, para 
ello, contaba con las Direcciones de Igual-
dad de Oportunidades y la de Derechos y 
Ciudadanía de las mujeres.

Un ente rector fortalecido

	 A principios de 2012 el ministerio 
tuvo una tercera reestructuración oficializa-
da con el Decreto Legislativo Nº 1098, que 
pasó a denominarlo Ministerio de la Mujer y 
Poblaciones Vulnerables – MIMP y lo decla-
ró ente rector en las políticas nacionales y 
sectoriales sobre mujer, así como promotor 
y protector de las poblaciones vulnerables. 

	 Desde ese momento, el ministerio 
adquirió una estructura orgánica que facilita 
el acento y la acción en políticas de igualdad 
entre mujeres y hombres. Así, para la ejecu-
ción de sus competencias, y en sintonía con 
el decreto legislativo que reconoce su rec-
toría, el Viceministerio de la Mujer planteó 
tres Direcciones Generales y un Programa 
Nacional a su cargo:

	 1. Dirección General de Igualdad 
de Género y No Discriminación (DGIGND), 
que es la instancia técnico-normativa en-
cargada de dirigir, coordinar, controlar y 
evaluar la gestión de políticas públicas para 
la igualdad de género y no discriminación. 
Su responsabilidad es el seguimiento de 
dos herramientas de gestión: el Plan Na-
cional de Igualdad de Género y el Sistema 
Nacional de Indicadores de Género. 

	 Esta dirección general cuenta tanto 
con la Dirección de Políticas de Igualdad de 
Género y No Discriminación (DPIGND) —que 

es la instancia que formula, ejecuta y monito-
rea las políticas nacionales y sectoriales en la 
materia—, como con la Dirección de Promo-
ción y Protección de los Derechos de la Mujer 
(DPPDM) —que ejecuta y monitorea las polí-
ticas nacionales y sectoriales en materia de 
protección y promoción de los derechos de las 
mujeres, en especial los de ciudadanía, auto-
nomía y participación en el ámbito público—.

 
	 2. Dirección General de Transver-

salización del Enfoque de Género (DGTEG), 
que es la autoridad técnico-normativa a ni-
vel nacional encargada de dirigir, coordinar, 
controlar y evaluar la transversalización de 
esta perspectiva en el diseño y gestión de 
las políticas públicas nacionales y subna-
cionales. El objetivo es que todo el sector 
público considere el impacto diferenciado 
en mujeres y hombres que genera cualquier 
acción planificada, lo que incluye a la legis-
lación, las políticas o los programas.

	 Esta dirección general cuenta con 
dos direcciones: la Dirección de Articula-
ción Sectorial e Interinstitucional (DASI), 
que realiza las coordinaciones con secto-
res y organismos constitucionalmente au-
tónomos, y la Dirección de Articulación con 
Gobiernos Regionales y Locales (DAGRL), 
encargada de la coordinación con ambos 
niveles de gobierno subnacionales.
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	 3. Dirección General Contra la Vio-
lencia de Género (DGCVG), que es la instan-
cia técnico-normativa encargada  de dirigir, 
coordinar y evaluar las políticas públicas 
para la prevención, atención, sanción y erra-
dicación de la violencia contra las mujeres 
(física, sexual, psicológica y económica). En 
esa medida, tiene la responsabilidad del se-
guimiento del Plan Nacional contra la Vio-
lencia hacia la Mujer.

	 Para su trabajo la Dirección Gene-
ral cuenta con dos direcciones: la Dirección 
de Políticas para una Vida Libre de Violencia 
(DPVLV), que formula, ejecuta y monitorea 
las políticas nacionales y sectoriales contra 
la violencia de género, y elabora normas, li-
neamientos, directivas y guías para su dise-
ño y aplicación, y la Dirección de Asistencia 
Técnica y Promoción de Servicios (DATPS), 
la cual presenta propuestas de lineamientos 
técnicos para el funcionamiento, gestión, 
supervisión y evaluación de los servicios pú-

blicos y privados de atención a las víctimas 
de la violencia de género.

	 4. Programa Nacional Contra la 
Violencia Familiar y Sexual (PNCVFS), que 
realiza, en primer lugar, acciones de preven-
ción de la violencia y promoción de relacio-
nes democráticas entre varones y mujeres. 
De igual modo, brinda atención especiali-
zada frente a casos de violencia familiar y 
sexual y, por último, genera información y 
conocimiento sobre esta problemática. Para 
ello cuenta con la Unidad de Prevención 
y Promoción Integral frente a la Violencia 
Familiar y Sexual (UPPIFVFS), la Unidad de 
Atención Integral frente a la Violencia Fami-
liar y Sexual (UAIFVFS), y la Unidad de Gene-
ración de Información y Gestión del Conoci-
miento (UGIGC).

	 Entre los servicios emblemáticos del 
programa están los Centros Emergencia Mu-
jer (CEM), que son servicios integrales en los 

tra la Violencia Familiar y Sexual para que 
profesoras/es de educación inicial, primaria 
y secundaria estén capacitados/as para la 
detección y derivación de casos y desarro-
llen acciones preventivas en sus institucio-
nes. Y a nivel de la educación superior se 
promueve la formación de Colectivos Uni-
versitarios para que las/os participantes 
realicen acciones de prevención al interior 
de los centros académicos. 

	 Asimismo, a nivel de la comunidad 
hay un Programa de Formación de Facili-
tadoras/es en Acción que involucra activa-
mente a las/os líderes de las organizacio-
nes sociales en acciones preventivas de la 
violencia familiar y sexual. Esta acción está 
vinculada a las campañas Casa por Casa, 
una estrategia de intervención comunita-
ria orientada a detectar y derivar posibles 
casos de violencia y hacer difusión de los 
servicios de los Centros Emergencia Mujer. 
De manera adicional, el Programa Nacional  

cuales se brinda orientación legal, defensa 
judicial y consejería psicológica, a través de 
los que se procura la recuperación del daño 
sufrido y se presta asistencia social. 

	 Destacan también la Línea 100, un 
servicio telefónico permanente de contención 
y orientación que articula, contacta y/o deriva a 
las posibles víctimas hacia las instancias perti-
nentes, el Servicio de Atención Urgente (SAU), 
que interviene en forma inmediata, eficaz y 
oportuna en casos de inminente riesgo de vio-
lencia familiar y/o sexual, y el Chat 100, un ser-
vicio de orientación y asesoría en modalidad 
virtual para ayudar a adolescentes y jóvenes a 
identificar las primeras señales de violencia y 
prevenirla desde la etapa de enamoramiento o 
noviazgo. 

	 Por otro lado, las acciones preven-
tivas-promocionales incluyen diversos gru-
pos. Así, a nivel de la comunidad de educa-
ción básica se trabaja con un Programa de 
Formación de Promotores Educadores con-
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desarrolla diversas actividades de capacita-
ción para actores/as claves frente a la violen-
cia, como el personal del sistema de justicia.

	 A nivel de la producción del conoci-
miento, el Programa realiza investigaciones y 
genera sistemas de registro para la toma de 
decisiones sobre las diversas formas de vio-
lencias contra las mujeres. De igual forma, 
procesa y provee información estadística de 
sus diversas acciones. Estos registros están 
disponibles de manera libre, gratuita y per-
manente a través de la página web y pueden 
visualizarse en su modalidad de reportes, bo-
letines, cartillas y resúmenes estadísticos.

	 Por último, el PNCVFS impulsa 
campañas comunicacionales con ocasión 
del mes contra la violencia hacia las mu-
jeres, y campañas comunicacionales espe-

cialmente dirigidas a prevenir la violencia 
en la etapa de enamoramiento y noviazgo 
en las/os adolescentes y jóvenes. 

	 En esta tercera etapa, como se ha 
señalado, el Viceministerio de la Mujer tiene 
a su cargo dos instrumentos de políticas pú-
blicas especializados en materia de igualdad 
y erradicación de toda forma de violencia ha-
cia las mujeres. El Plan Nacional de Igual-
dad de Género y el Plan Nacional contra la 
Violencia hacia la Mujer son herramientas 
que reúnen compromisos multisectoriales 
y de todos los niveles de gobierno, producto 
de un proceso participativo que reúne a ins-
tancias estatales y de la sociedad civil, y que 
plasman resultados concretos planificados a 
mediano plazo para la garantía de los dere-
chos de las mujeres.

La importancia de la consolidación

A lo largo del tiempo transcurrido desde su crea-
ción el ministerio ha dado importantes pasos para al-
canzar los objetivos de igualdad, desarrollo y una vida 
libre de violencia para todas las mujeres del Perú.

El carácter de ente rector de las políticas de igualdad 
entre mujeres y hombres se traduce en su competen-
cia para diseñar políticas públicas multisectoriales es-
pecializadas, para crear normas y herramientas, para 
realizar monitoreos de los compromisos de todos los 
sectores y niveles de gobierno, y en brindar asistencia 
técnica para la incorporación del enfoque de género 
junto a los enfoques de interculturalidad y derechos 
humanos en todas las acciones de gobierno.

La existencia del ministerio ha permitido que se 
propicie la discusión al más alto nivel de políticas de 
carácter multisectorial, normas, programas y otras 
acciones estatales para la igualdad de las mujeres. 
Hasta la creación del ministerio, en la historia del país 
nunca antes se habían discutido permanentemente 
las temáticas vinculadas a los derechos humanos de 
las mujeres en las altas instancias de poder.

El Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnera-
bles, por el rango de su institucionalidad, mantie-
ne representación ordinaria dentro del Consejo de 
Ministros —la más importante esfera conjunta de 
toma de decisiones del Poder Ejecutivo—, y esta 
presencia se traduce en la capacidad de incidir 
con efectividad en la discusión pública de las nor-
mas y políticas desde la perspectiva de la igualdad 
real de las mujeres. 

A través de su fortalecimiento en el tiempo has-
ta llegar a ser el Ministerio de la Mujer y Pobla-
ciones Vulnerables, el sector se ha consolidado 
orgánicamente y ha ampliado sus alcances, fun-
ciones y competencias, de forma que ha logrado 
contar con la estructura y el respaldo presupues-
tal necesarios para el cumplimiento de su labor 
y promover el compromiso del Estado en su con-
junto con la igualdad real para todas y todos en el 
Perú. A lo largo de su camino, el MIMP ha logrado 
significativos avances que han dado cuenta del 
sentido de su existencia.

en los Últimos años el ministerio 
monitorea dos planes de políticas 
públicas para lograr la igualdad 
de derechos de las mujeres:

El PLAN Nacional de igualdad de 
género vigente se puede descargar 
en este enlace: 
http://goo.gl/irax76

El plan nacional contra la 
violencia hacia la mujer vigente se 
puede descargar en esta dirección 
electrónica:
http://goo.gl/nVepid



evolución en el tiempo

1996: Nace el Ministerio de Promoción de la Mujer y 
del Desarrollo Humano – PROMUDEH.

-Objetivos: 
-Desarrollo de mujeres y familia con igualdad de 
oportunidades
-Atención prioritaria a menores de edad en riesgo

-Estructura: 
Un viceministerio: 
De la Mujer y Desarrollo Humano

Tres gerencias: 
-Promoción de la Niñez y Adolescencia
-Desarrollo Humano
-Promoción de la Mujer

2001: Dentro del PROMUDEH se crea el Progra-
ma Nacional contra la Violencia Familiar y Se-
xual (PNCVFS).

2002: Pasa a denominarse Ministerio de la Mujer y 
Desarrollo Social – MIMDES.

-Objetivos: 
 -Rol rector en diseño de política de desarrollo social y hu-
mano
-Promoción de equidad de género e igualdad de oportuni-
dades
-Preocupación por la mujer, la infancia, tercera edad y 
poblaciones vulnerables

-Estructura: 
Dos viceministerios: 
-De la Mujer 
-Desarrollo Social

Tres direcciones generales en el Viceministerio de la 
Mujer: 
-De Promoción de la Mujer
-De Niñas, Niños y Adolescentes
 -De Personas Adultas Mayores

2012: Pasa a denominarse Ministerio de la Mujer 
y Poblaciones Vulnerables – MIMP. 

-Objetivos:
-Rol rector en políticas nacionales y sectoriales sobre mujer 
y poblaciones vulnerables

-Estructura: 
  Dos viceministerios: 
-De la Mujer 
-Poblaciones Vulnerables

  Tres direcciones generales dentro del Viceministerio de la Mujer: 
-De Igualdad de Género y No Discriminación (DGIGND)
-De Transversalización del Enfoque de Género (DGTEG)
-Contra la Violencia de Género (DGCVG) 

  Un programa nacional a cargo del Viceministerio de la Mujer:
-Contra la Violencia Familiar y Sexual (PNCVFS)
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Igualdad y no 
violencia: Avances 
de una conquista 
de todos y todas
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Resultados 
de un trabajo 

progresivo



38 39

 ¿Aún no hay igualdad?

	 La situación de los derechos de las mujeres ha mejora-
do sustantivamente en las últimas décadas: casi se ha revertido 
en su totalidad el marco normativo que consagraba la desigual-
dad de derechos en las relaciones familiares, la participación 
política, la educación y el trabajo. 

	 Hoy las mujeres participan de manera masiva del mer-
cado laboral y acceden a niveles educativos antes vedados. En el 
discurso social cotidiano se ha instalado la idea de que la igualdad 
es un valor y que la discriminación debe ser proscrita.

	 Pero en la práctica, ¿son iguales las mujeres? La primera 
parte de esta publicación detalla los retos a enfrentar y, en ese 
contexto, el Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables po-
see el rol fundamental de promover que el Perú brinde una res-
puesta positiva a dicho requerimiento.

	 En ese sentido, el ministerio cumple la función de 
orientar la acción pública para la garantía de los derechos en 
igualdad entre mujeres y hombres. El aporte de su existencia 
beneficia a todos y todas. 

· testimonio ·

«No sé qué pasa con todo el mundo: todos 
están cambiando. Antes, cuando mi vecina 
me veía, se alejaba. Ahora se acerca y 
me saluda. Antes, al volver del trabajo 
a mi casa, todos se encerraban en sus 
habitaciones. Ahora mi hija se acerca y me 
cuenta lo que le sucede. Ya no sé qué pasa, 
todo el mundo está cambiando». 

(Participante del Proyecto Involucrando 
a los Hombres en la Prevención de la 
Violencia de Género – Dirección General 
contra la Violencia de Género – MIMP).
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Más igualdad y menos violencia: fórmula a seguir

	 La creación del ministerio fue el primer 
avance que dio el Estado peruano para sellar su 
compromiso tanto global como nacional para 
promover los objetivos de igualdad, desarrollo y 
paz para todas las mujeres.

	 A lo largo de su consolidación como ente 
rector en igualdad de género, el ministerio ha lo-
grado una serie de avances significativos de di-
verso tipo. Estos son hitos enmarcados en proce-
sos de transformación estructural en los que el 
ministerio ha asumido un rol protagónico.

Políticas para la igualdad con planeamiento 
concertado 

	 En su trayectoria el ministerio ha for-
mulado herramientas de gestión para el di-
seño e implementación de políticas públicas 
para igualdad entre hombres y mujeres, y lo-
grar la erradicación de toda forma de violencia 
contra las mujeres.

	 Bajo el paraguas normativo de la LIO, 
cuyo artículo 4º referido al rol del Estado perua-
no establece la necesidad de implementar po-
líticas públicas bajo una perspectiva de género, 
es concebido el Plan Nacional de Igualdad de 
Género 2012-2017 (PLANIG), que representa un 
avance en varios aspectos respecto de los planes 
precedentes. El primer avance es en materia de 
concertación, pues recoge los aportes de otros 
sectores del Ejecutivo, gobiernos regionales y lo-
cales, así como de organizaciones de la sociedad 
civil y entidades de la cooperación internacional. 
El segundo avance es la articulación de sus ocho 
objetivos estratégicos con las brechas de género 
persistentes a subsanar. El tercero es la inclu-
sión de indicadores medibles para la consecu-
ción de resultados en el corto y mediano plazo, 
trascendiendo el período de gobierno. 

	 Por mandato legal, cada año el ministe-
rio tiene la responsabilidad de elaborar el informe 
anual nacional de cumplimiento a la Ley de Igualdad 
de Oportunidades, donde se detallan los avances al-
canzados y los desafíos identificados. La Presiden-
cia del Consejo de Ministros es el responsable de 
sustentar este documento ante el Pleno del Congre-
so de la República. Desde el VI Informe anual pre-
sentado en 2013, el informe anual tiene como apoyo 
el PLANIG, sus objetivos y sus indicadores.

	 Una de estas primeras herramientas fue el 
primer Plan Nacional de Igualdad de Oportunidades 
entre Mujeres y Hombres (PIO), con vigencia entre 
los años 2000 y 2005, y que contribuyó a trazar el ca-
mino a seguir por el Estado para garantizar el pleno 
ejercicio de los derechos de su población. El segun-
do PIO tuvo vigencia entre los años 2006 y 2010. 

	 Ninguno de estos primeros planes tuvo 
como antecedente un marco legal específico que 
detallara las obligaciones del Estado Peruano  
—en todos sus niveles— para garantizar a muje-
res y hombres el ejercicio de sus derechos impi-
diendo la discriminación en todas las esferas de 
su vida pública y privada. En marzo de 2007, con 
la promulgación de la Ley de Igualdad de Oportu-
nidades entre Mujeres y Hombres, Ley Nº 28983 
(LIO), recién se estableció «el marco normativo, 
institucional y de políticas públicas en los ámbi-
tos nacional, regional y local, para garantizar a 
mujeres y hombres el ejercicio de sus derechos a 
la igualdad, dignidad, libre desarrollo, bienestar y 
autonomía, impidiendo la discriminación en todas 
las esferas de su vida pública y privada, propen-
diendo a la plena igualdad».

«cada año el ministerio 

elabora el informe anual 

nacional de cumplimiento 

a la Ley de Igualdad de 

Oportunidades, donde 

se detallan los avances 

alcanzados y los desafíos 

identificados».
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Un plan de acción frente a la violencia

	 A fin de reducir la violencia hacia las mu-
jeres en sus diferentes manifestaciones, el mi-
nisterio creó el Primer Plan Nacional contra la 
Violencia hacia la Mujer (PNCVHM) para el perio-
do 2002-2007. Para dar continuidad a las políti-
cas establecidas, se emitió un segundo plan para 
el período 2009-2015.

 	 Así como el PLANIG, el PNCVHM tam-
bién ha sido elaborado de forma concertada con 
autoridades y funcionarios/as de diferentes sec-
tores, e incorpora aportes de especialistas en el 
abordaje del problema de la violencia, y de repre-
sentantes de instituciones de la sociedad a esca-
la nacional, regional y local.

	 En el ejercicio de su rectoría en políticas 
sobre violencia, el ministerio está inmerso en un 
proceso de planificación de indicadores medibles 
que darán continuidad a los objetivos del PNC-
VHM en los años posteriores a 2015, así como en 
delinear los mecanismos efectivos de monitoreo 
de resultados en el ámbito nacional y subnacio-
nal para evidenciar avances y resultados frente a 
esta problemática. 

El Estado encaminado hacia la igualdad

	 ¿Cuántas instituciones públicas cuen-
tan con políticas de igualdad de género? 
¿Cuántas instituciones públicas tienen mujeres 
en sus órganos directivos? ¿Todas las políticas 
estatales son analizadas desde la perspectiva 
de los derechos de las mujeres? ¿Cómo está 
la situación en lo que se refiere a prevención 
de violencia contra las mujeres dentro de las 
entidades del Estado? ¿Cuántas instituciones 
públicas cuentan con lactarios que garantizan 
los derechos de maternidad a las mujeres? 
¿Cuántos hombres han ejercido efectivamen-
te las licencias por paternidad? ¿Se cumple el 
mandato del uso de lenguaje inclusivo en la co-
municación estatal?

	 Estas preguntas remiten al cumplimien-
to de las obligaciones de igualdad entre mujeres 
y hombres dentro del aparato estatal. La conoci-
da frase «El cambio empieza por casa» resumiría 
la necesidad de que en todos los Poderes del Es-
tado, sectores, organismos constitucionalmente 
autónomos y los niveles de gobierno subnaciona-
les, se transversalice el enfoque de género.

	 Transversalizar el género en el Estado 
implica que se considere la situación contextual 
y diferenciada de las mujeres tanto en la planifi-
cación y ejecución y resultados de cualquier ac-
ción que se planifique —se trate de legislación, 
políticas o programas— en todas las áreas y los 
niveles. Esto se realiza tanto en la gestión interna 
(normatividad, políticas, estructura, instrumen-
tos de gestión y cultura organizacional) como en 
la gestión de las políticas públicas a cargo de las 
diversas entidades.

	 Esta línea de trabajo es una de las princi-
pales innovaciones de la última  reestructuración 
del Ministerio y, a la fecha, se ha consolidado el rol 
del sector para brindar asistencia técnica y orien-
tar los procesos en las entidades públicas.

Construyendo evidencia para medir el progreso

	 ¿Cuál es el nivel de avance en las políti-
cas públicas diseñadas para garantizar los dere-
chos de las mujeres? Esta es una pregunta para 
la que no ha existido, hasta ahora, un instrumento 
que brinde una respuesta en tiempo real. 

	 Con el objetivo de contar con informa-
ción oportuna y de calidad respecto del cum-
plimiento de las políticas de igualdad entre 
mujeres y hombres por parte de las entidades 
públicas, el ministerio, gracias al apoyo del 
Banco Interamericano de Desarrollo (BID), ha 
impulsado la creación de un Sistema Nacional 
de Indicadores de Género (SNIG).

	 El SNIG es un aplicativo informático y de 
uso obligatorio para todas las instituciones del 
Estado, que permite registrar en tiempo real y 
con pasos muy sencillos los avances en el cum-
plimiento de la Ley de Igualdad de Oportunida-
des y el Plan Nacional de Igualdad de Género. 
Así se podrá disponer de información exacta y 
periódica sobre la base de evidencia.  

	 Este sistema es un avance sustantivo 
en las políticas públicas de igualdad que per-
mitirá una mejor toma de decisiones en mate-
ria de igualdad. El SNIG favorece la rendición 
de cuentas, pues la información es de público 
acceso y facilitará también la elaboración de 
informes que se presentan a nivel nacional  
e internacional.

Visibilizando el aporte de las mujeres 

	 ¿Quiénes trabajan más en el ámbito do-
méstico: las mujeres o los hombres? ¿Cuál es 
la carga promedio de las labores de cuidado en 
las familias y quiénes las asumen? ¿Cómo par-
ticipan las mujeres en las diversas actividades 
económicas? La incidencia que como ente rector 

ha consolidado el ministerio se ve reflejada en la 
innovación en la temática y la formulación de las 
encuestas nacionales para el recojo de evidencia.

	 En cumplimiento de sus funciones, el 
ministerio impulsó una alianza estratégica con el 
Instituto Nacional de Estadística e Investigación 
(INEI) para la realización de la primera Encuesta 
Nacional de Uso del Tiempo (ENUT).

	 ¿Por qué es importante medir el uso del 
tiempo? Para conocer la cantidad de tiempo que 
hombres y mujeres destinan a la realización de 
distintos tipos de actividades —como el trabajo re-
munerado, el trabajo doméstico no remunerado, 
el trabajo comunitario, el tiempo libre y las acti-
vidades personales—. Se busca poner en eviden-
cia cómo la sociedad ha asignado a las mujeres 
tanto la responsabilidad de las tareas domésticas 
no remuneradas —como el trabajo de cuidado—, y 
cómo estas se han legitimado como una tarea fe-
menina que carece de reconocimiento social.

	 Un aporte semejante se dio con el IV Cen-
so Agropecuario desarrollado por el INEI y el Mi-
nisterio de Agricultura —en el que el MIMP par-
ticipó en la preparación de la ficha censal—, para 
que sea posible conocer con precisión la situación 
de las mujeres en este sector productivo identifi-
cando brechas y desigualdades.

	 Analizar las relaciones económicas y so-
ciales entre hombres y mujeres es un gran avan-
ce: genera valiosa información que permitirá op-
timizar las políticas públicas desde la perspectiva 
de género y reconoce el aporte de las mujeres al 
desarrollo económico del país.

Hacia el incremento de la participación de las 
mujeres en la política 

	 ¿Por qué la Ley de Cuotas aún es insu-
ficiente para aumentar la participación de las 
mujeres en política?

La información detallada sobre la I Encuesta 
Nacional de Uso del Tiempo 2010 se puede 
descargar en esta dirección: 
http://goo.gl/yOqBY6

Para revisar los principales resultados de la 
ENUT en cuanto a brechas de género se puede 
visitar: 
http://goo.gl/pC2IIB

Los resultados del IV Censo Nacional 
Agropecuario 2012 especialmente relevantes 
desde los derechos de las mujeres están 
disponibles en este enlace:
http://goo.gl/6npDjl
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	 Un primer avance liderado por el minis-
terio se llevó a cabo en 2009, cuando se creó e 
implementó el Registro de Víctimas de Femini-
cidio, el cual es administrado por el Programa 
Nacional contra la Violencia Familiar y Sexual. 
Entre los años 2000 y 2008, cuando aún no exis-
tían registros oficiales de los casos de femini-
cidios en el Perú, fueron las organizaciones de 
la sociedad civil las que elaboraron registros no 
oficiales de esta problemática, apoyándose prin-
cipalmente en noticias periodísticas.

	 Posteriormente, tras la presentación y 
aprobación en 2011 de la propuesta para modi-
ficar el artículo 107 del Código Penal y visibilizar 
el feminicidio en el marco de las relaciones de 
pareja, el ministerio incidió para ampliar la tipifi-
cación del feminicidio no íntimo, pues al no estar 
penalizado se invisibilizaban las muertes violen-
tas de mujeres por discriminación de género, es 
decir, por el simple hecho de ser mujeres.

	 Este avance ha significado que la co-
munidad empiece a ser más consciente de esta 
problemática que afecta principal y mayoritaria-
mente a las mujeres, cuyo nivel de prevalencia 
compromete la mayor acción estatal posible. La 
ciudadanía hoy ya no considera la violencia con-
tra las mujeres como un asunto privado sino de 
competencia del Estado.

Servicios integrales de atención contra  
la violencia

	 Todos los avances mencionados en 
el plano de la normativa y el planeamiento 
no resultarían suficientes sin el acompaña-
miento de servicios integrales y gratuitos que 
atiendan a las mujeres que sufren hechos de 
violencia. Por tal razón, desde el Programa 
Nacional contra la Violencia Familiar y Sexual 
el ministerio ha optimizado sus servicios para 

	 Promover y estimular la participación de 
las mujeres en política es determinante para el 
logro de la igualdad entre hombres y mujeres. 
Por ello, el ministerio ha intervenido histórica-
mente en la formulación de políticas a favor de 
los derechos políticos de las mujeres. En un pri-
mer momento apoyó la formulación de Ley de 
Cuotas y, en un segundo momento, respaldó su 
ampliación para mejorar la participación política 
de las mujeres peruanas.

 	 Ante el impacto importante pero limitado 
de la normativa sobre cuotas vigente que deter-
mina que toda lista de candidaturas a nivel con-
gresal, regional y municipal posea un número no 
menor del 30% de mujeres o varones, el ministe-
rio ha formulado una propuesta legal que crea un 
mecanismo complementario para lograr una pre-
sencia más equilibrada entre hombres y mujeres 
en los espacios de toma de decisiones políticas.

	 Así, en noviembre de 2012 y a iniciativa del 
MIMP, el Poder Ejecutivo remitió al Congreso de la 
República el Proyecto de Ley de Alternancia de Gé-
nero que propone la ubicación alternada de can-
didatas/os (hombre-mujer/mujer-hombre) desde 
los primeros puestos de las listas en no menos de 
un 30% tanto de las candidaturas titulares como 
accesitarias en los cargos de elección popular.

	 Con la aprobación de esta propuesta se 
logrará un gran avance en la participación de 

las mujeres en los cargos de elección popular, 
lo que es un hito necesario para la consolidación 
de una democracia con inclusión. 

Lo que no tiene nombre no existe: la figura le-
gal del feminicidio 

	 Evidenciar que  las circunstancias en 
las que fallecen las mujeres no son iguales a las 
circunstancias en las que lo hacen los hombres 
ha sido uno de los avances más significativos 
impulsados por el ministerio para conseguir el 
reconocimiento y visibilización pública de la vio-
lencia contra las mujeres en el país.
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asegurar la atención a las víctimas, y al mis-
mo tiempo realizar acciones de prevención en 
la comunidad.

	 Los Centros Emergencia Mujer (CEM) 
son un modelo de atención que brinda asisten-
cia legal, psicológica y apoyo social. Fueron el 
primer esfuerzo del ministerio por prestar aten-
ción a las víctimas de la violencia familiar y se-
xual. Desde 1999 el ministerio ha fortalecido la 
creación de dichos servicios en alianza con los 
gobiernos locales. En los últimos años se han in-
augurado anualmente 25 nuevos CEM a nivel na-
cional y la meta más inmediata es cubrir el 100% 
de las provincias del país.

MIMP: Modelos de intervención para todas 
nuestras poblaciones

	 El ministerio es consciente de la diver-
sidad del país y de la necesidad de hacer real la 

•  A la fecha el ministerio 
posee una estrategia piloto de 
intervención en zonas rurales 
para conformar redes de 
atención y prevención bajo los 
enfoques de interculturalidad, 
género, derechos humanos y  
resultados.

inclusión social también en las acciones frente a 
la violencia familiar y sexual.

	 Por ello, en el año 2012 el MIMP puso en 
ejecución su estrategia piloto de intervención en 
zonas rurales, la cual se adecua a la existencia 
de las autoridades de dichas comunidades, quie-
nes en primera instancia deben atender a las 
mujeres víctimas de violencia. Con estos acto-
res/as claves, en una primera etapa, se ejecuta-
ron acciones de sensibilización y prevención, y se 
prevé el desarrollo de mecanismos de atención 
y conformación de redes que se ajusten a su en-
torno. Se trata de una estrategia de intervención 
bajo un enfoque de interculturalidad, género, de-
rechos humanos y, por supuesto, de un enfoque 
de resultados que orienta las políticas públicas. 

	 La experiencia piloto validada en tres zonas 
rurales del país de costa, sierra y selva debe exten-
derse progresivamente a nivel nacional a través de 
los CEM existentes. Para el año 2014 se prevé cubrir 
12 zonas rurales en diferentes regiones del país.

•  El diagnóstico que se ha 
realizado para enfrentar la 
violencia familiar y sexual en 
el ámbito rural prevé mejorar 
la articulación entre los 
servicios de atención, ampliar 
los conocimientos en temas de 
género e interculturalidad, 
promover vínculos entre las 
formas de justicia tradicional y 
la justicia formal, y acercar a las 
mujeres peruanas a los canales 
básicos de justicia —algo a lo que 
a veces no pueden acceder por 
razones de lengua, accesibilidad 
cultural y costos—.
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Ellos y ellas por una vida libre de violencia

Tras sus años de experiencia en el abordaje 
de la problemática de la violencia, el ministerio 
ha iniciado una nueva línea de acción que parte 
del reconocimiento de que la violencia no es un 
problema «de las mujeres» y que los hombres 
no son solo parte del problema, sino también 
de la solución. Si la desigualdad en las rela-
ciones sociales entre hombres y mujeres está 
íntimamente ligada a la manera en que los 
hombres aprendieron a «ser hombres», enton-
ces es necesario actuar en la construcción de 
nuevas masculinidades. 

Por ello, sumándose a exitosos esfuerzos en 
el ámbito internacional, el MIMP está avanzan-
do en el proceso de involucrar a los varones en 
la prevención de la violencia. A nivel comunitario 
se busca construir relaciones igualitarias entre 
hombres y mujeres, incorporando a los hombres 
en el proceso de cambio de patrones culturales 
y sociales que no solo desvalorizan lo femeni-
no, sino que también niegan la posibilidad a los 
mismos varones de generar y mantener vínculos 
afectivos naturales entre los seres humanos. 

Chimbote y Huancayo fueron las ciudades se-
leccionadas para la conducción de la primera 
etapa del proyecto «Involucrando a los Hombres 
en la Prevención de la Violencia de Género», eje-
cutado en 2013. En base a esta experiencia se 
implementará paulatinamente la intervención a 
nivel nacional a través de los Centros Emergen-
cia Mujer con lineamientos que contemplen las 
particularidades de las masculinidades en las 
diversas regiones del país.  

Nuevos actores por la igualdad y contra la 
violencia: las empresas

	 Las acciones frente a la discriminación 
y la violencia han tenido su énfasis en la acción 
pública. No obstante, se requiere el concurso 
de todos y todas, inclusive del sector privado, 
para revertir la realidad que afecta los dere-
chos de las mujeres.

	 En ese contexto se ha creado el «Sello 
empresa segura libre de violencia y discrimina-
ción contra la mujer», máxima distinción otorga-
da por el ministerio a las empresas que, además 
de cumplir con los derechos laborales de sus 
trabajadores y trabajadoras en general, muestra 
esfuerzos por promover la no violencia contra la 
mujer y la igualdad entre mujeres y hombres en 
su interior y la comunidad en general. Es convo-
cado una vez al año a nivel nacional y está dirigido 
a todo tipo de empresas privadas a nivel nacional.

	 Luego de su lanzamiento en noviem-
bre de 2012, en 2013 se entregó la primera 

«se requiere el concurso 
del sector privado para 

revertir la realidad. En ese 
contexto existe el «Sello 
empresa segura libre de 

violencia y discriminación contra la mujer».

distinción del sello a siete empresas. Desde 
ese momento podrán usar el distintivo en su 
papelería, empaques y toda su línea comuni-
cacional durante un año. Sus buenas prácticas 
serán difundidas a través de los canales de 
comunicación del MIMP y recibirán asistencia 
técnica del sector respecto a la no violencia 
contra las mujeres y la garantía de la igualdad.

	 Esta forma de reconocimiento desde 
el Estado promueve la articulación y el trabajo 
conjunto con el sector empresarial, y sitúa el 
tema de la violencia en el centro de las políti-
cas de responsabilidad social empresarial.

	 Si bien todos estos avances muestran 
el trabajo realizado por parte del Ministerio 
de la Mujer y Poblaciones Vulnerables, tam-
bién trazan la ruta de los desafíos pendientes 
para alcanzar la igualdad real entre mujeres y 
hombres en el Perú.
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B C D E

Permiten diseñar e implementar acciones 
políticas que consideren la igualdad en 
el ejercicio de derechos entre hombres y 
mujeres. 

Herramientas de gestión

Son dos herramientas:
• Plan Nacional de Igualdad de Género (PLANIG)
• Plan Nacional contra la Violencia hacia la Mujer 
(PNCVHM)

Facilitan el monitoreo del cumplimiento 
de las políticas de igualdad de las 
entidades públicas.

Instrumentos de medición 
de resultados

Su planeamiento recae en:
• Sistema Nacional de Indicadores de 
Género (SNIG) 

Información que permite la 
formulación de políticas para mejorar 
la situación de las mujeres en el país.

generación de 
evidencia

• Desarrollo de Encuesta Nacional de Uso 
del Tiempo (ENUT)
• Registro de Víctimas de Feminicidio
• Desarrollo con enfoque de género del Censo 
Nacional Agropecuario - CENAGRO  

Promueve la optimización de servicios de 
atención a víctimas de violencia y genera 
acciones de prevención en la comunidad.

Atención a la población

• Centros Emergencia Mujer (CEM)
• Línea 100
• Servicio de Atención Urgente (SAU)
• Chat 100
• Programa de Formación de Promotores 
Educadores contra la Violencia Familiar y 
Sexual 
• Programa de Formación de Facilitadoras/
es en Acción

• Transversalización del enfoque de género. 
Se brinda asistencia técnica a entidades 
para considerar situación de las 
mujeres en el diseño y ejecución de sus 
políticas públicas.

Innovación en las 
líneas de trabajo

• Construcción de nuevas masculinidades.
Línea de acción sobre reconocimiento de patrones 
sociales que genera desigualdad de derechos.  
El proyecto es «Involucrando a los Hombres en 
la Prevención de Violencia de Género».

• Relación estratégica con el sector privado.
Se busca situar la violencia de género en las 
políticas de responsabilidad social empresarial a 
través del concurso «Sello Empresa Segura Libre 
de Violencia y Discriminación contra la Mujer».

A
Para orientar el accionar del Estado desde 
la perspectiva de género, el MIMP ha 
generado estos mecanismos y procesos: Avances en las políticas
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La igualdad entre 
mujeres y hombres: 
eje global y nacional 
del desarrollo
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El 
panorama 

hacia
el futuro
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 Laagenda internacional de la igualdad
			    entre mujeres y hombres 

	 Desde hace varios años la agenda a nivel global incluye 
la igualdad de género como parte de los requisitos y objetivos 
de desarrollo humano. En este empeño comparten esfuerzos 
todos los organismos internacionales.

	 El primer avance normativo para visibilizar de forma 
explícita los derechos humanos de las mujeres a nivel interna-
cional se concretó con la adopción y entrada en vigencia en 1979 
de la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de 
Discriminación contra la Mujer (CEDAW), un instrumento que 
reconoce el catálogo integral de derechos —tanto civiles y polí-
ticos como económicos, sociales y culturales— desde la pers-
pectiva de género. Desde que el Perú ratificara la Convención 
en setiembre de 1982, el tratado forma parte de nuestro marco 
normativo interno.

	 No obstante este avance, aún a fines de la década de 
1980 los derechos de las mujeres no eran parte del entendi-
miento común de los derechos en general. Y por eso fue un hito 
que en 1993, en el contexto de la Conferencia Mundial sobre 
Derechos Humanos, se reconociera expresamente en la Decla-
ración de Viena, numeral 18, que «[L]os derechos humanos de 
la mujer y de la niña son parte inalienable, integrante e indivisi-
ble de los derechos humanos universales».

· Cita ·

«Estamos firmemente convencidos de que 
el desarrollo económico, el desarrollo 
social y la protección del medio ambiente 
son elementos interdependientes y 
sinérgicos del desarrollo sostenible. 
Un desarrollo social equitativo que 
reconozca que dar a los pobres, en 
particular a las mujeres que viven en 
la pobreza, la posibilidad de utilizar 
los recursos ambientales de manera 
sostenible es una base necesaria del 
desarrollo sostenible. Reconocemos 
también que el crecimiento económico 
sostenido de base amplia en el contexto 
del desarrollo sostenible es necesario 
para apoyar el desarrollo social y la 
justicia social».

(Fragmento del informe de la Cuarta 
Conferencia Mundial sobre la Mujer 
de Beijing, 1995, en el cual el Perú está 
comprometido).
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	 En setiembre de 1994 se consolidó este 
reconocimiento durante la IV Conferencia Inter-
nacional sobre Población y Desarrollo (CIPD) 
realizada en la ciudad de El Cairo, Egipto: 179 
países propiciaron un cambio en la visión tra-
dicional sobre el desarrollo y la forma en la 
que este se medía, centrada solo en números 
e indicadores monetarios y no en las personas. 
Así nació el compromiso de situar el desarrollo 
como un derecho de todas y todos los seres hu-
manos, destacando como ejes de acción la re-
ducción de la pobreza y la desigualdad de géne-
ro, así como el empoderamiento de las mujeres.

	 Un año después, en 1995, la IV Confe-
rencia Mundial sobre la Mujer en Beijing fue la 
plataforma de acción para impulsar el marco 
global de la igualdad de género, el desarrollo y 
la paz mundial en interés de toda la humanidad. 
Como se ha mencionado, el Ministerio de la Mu-
jer y Poblaciones Vulnerables es producto de los 
compromisos adoptados en Beijing para esta-
blecer mecanismos nacionales para el adelanto 
de las mujeres al nivel político más elevado.

	 Por último, en el año 2000 y con la parti-
cipación de 191 países se aprobó la Declaración 
del Milenio, que estableció metas que derivaron 
en los ocho Objetivos de Desarrollo del Milenio 
(ODM). Entre estos objetivos se incluyó expresa-

mente la promoción de la igualdad entre los sexos 
y la autonomía de las mujeres, y se consideraron 
el acceso universal a la educación primaria y la 
mejora de la salud materna.

	 En años recientes el mundo ha iniciado 
procesos de reflexión y balance de los logros que 
los Estados han alcanzado conforme a los com-
promisos asumidos con la comunidad interna-
cional. Con ocasión de los años de conmemora-
ción de la formulación de las agendas de Viena 
+20 (2013), Cairo +20 (2014) y Beijing +20 (2015), 
los países del mundo deben exponer lo avanza-
do para garantizar el ejercicio pleno de derechos 
de todas las personas en dimensiones de salud, 
educación, economía, erradicación de la violencia, 
entre otras.

	 El año 2015 es, además, la fecha estable-
cida para la evaluación de cumplimiento de los 
ODM, por lo que es parte del debate establecer la 
agenda de desarrollo para el futuro, y trazar las 
medidas que los gobiernos, la comunidad inter-
nacional, las organizaciones no gubernamenta-
les y el sector privado deberán adoptar a fin de 
garantizar el desarrollo humano y vidas libres de 
violencia para todos y todas.

En este contexto internacional el MIMP plantea 
la proyección de su labor como ente rector en las 
políticas de igualdad entre mujeres y hombres. 

1
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Desafíos institucionales

	 El Ministerio de la Mujer y Poblaciones 
Vulnerables es el ente rector en políticas de 
igualdad de género en el país. Diseña, establece, 
promueve, ejecuta y supervisa políticas públi-
cas para garantizar el ejercicio de derechos en 
igualdad para mujeres y hombres, así como una 
vida libre de violencia, desprotección y discrimi-
nación en el marco de una cultura de paz.

	 Tanto la experiencia lograda en los años 
de trabajo como la evolución en el diseño orga-
nizacional que ha fortalecido la institucionalidad 
especializada para la igualdad de género, per-
miten que el MIMP afronte de forma integral los 
retos de futuro vinculados al cumplimiento de su 
misión desde el enfoque de resultados que plan-
tea la modernización de la gestión estatal.

	 En el contexto de la Política Nacional de 
Modernización de la Gestión Pública, el ejercicio 
de la rectoría del MIMP en materia de igualdad 
entre mujeres y hombres está enmarcado en la 
fijación de metas nacionales de resultados, la 
consolidación de información sobre la ejecución, 
la evaluación de resultados, la retroalimentación 
del diseño de políticas y la administración de co-
nocimiento sobre buenas prácticas en la gestión. 

	 A la fecha el ministerio ejerce su man-
dato a través de políticas públicas basadas en la 
evidencia: son políticas que cuentan con indica-
dores que permiten medir su cumplimiento, que 
poseen instancias multisectoriales encargadas 
de la ejecución y que son implementadas con un 
sistema de monitoreo de avances.

	 Incorporar el enfoque de género en la 
agenda nacional es una tarea permanente. For-
talecido en su mandato rector como ente al más 
alto nivel, el Ministerio de la Mujer y Poblaciones 
Vulnerables cumple hoy y proyecta hacia el futu-
ro su visión: que en el Perú mujeres y hombres 
en todas las etapas de vida ejerzan sus derechos 
en igualdad de condiciones y oportunidades, sin 
discriminación ni violencia.

Retos del Estado

	 La inclusión de los desafíos de igualdad 
como parte de la agenda del desarrollo forma 
parte no solo del entorno global, sino también de 
la visión de consolidación del país en el contexto 
del bicentenario de su existencia.

	 En el plan estratégico de desarrollo na-
cional del Perú hacia el 2021 se considera como 
finalidad esencial el ejercicio universal de los 
derechos fundamentales de todas y todos (CE-
PLAN, 2011). En consonancia con el mandato 
constitucional que señala que «[l]a defensa de la 
persona humana y el respeto de su dignidad son 
el fin supremo de la sociedad y del Estado», es 
central en la visión de país a construir que todas 
las personas gocen efectivamente de sus dere-
chos, sin ningún tipo de discriminación.

	 Pese a estos esfuerzos todavía existen 
importantes retos para la participación iguali-
taria y efectiva de las mujeres en procesos de 
toma de decisiones, para el acceso a recursos 
de toda índole y para el goce en igualdad de to-

dos sus derechos. Las áreas de preocupación 
que se plasmaron en los compromisos inter-
nacionales de acción de hace casi dos décadas 
siguen vigentes en todo el mundo y el Perú no 
es la excepción. 

	 Las mujeres enfrentan múltiples formas 
de discriminación, agravadas por las condicio-
nes de niña, mujer rural, indígena, adulta mayor 
y otras que representan una particular vulnera-
bilidad en un contexto que aún no es igualitario. 
Combatir toda forma de violencia –una expresión 
de la discriminación– es un desafío pendiente. 

	 Como parte del proyecto nacional de lar-
go plazo, la igualdad de mujeres y hombres es 
indispensable para lograr la vigencia plena de 
los derechos fundamentales. Sin la eliminación 
de las barreras sociales y culturales –incluidas 
las de género– no será posible aspirar a que se 
concrete la visión de un Perú en que todas las 
personas puedan realizar su máximo potencial 
como seres humanos.

«Las áreas de preocupación que se plasmaron en los compromisos internacionales de acción 
de hace dos décadas siguen 
vigentes en todo el mundo y el Perú no es la excepción». 
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Todos unidos para un mismo fin 

	 La experiencia lograda a lo largo de los 
cerca de 18 años de existencia del ministerio la ha 
fortalecido y consolidado en su plena capacidad 
como ente rector en políticas de igualdad entre 
mujeres y hombres.

	 Gracias a la evolución y especialización 
de su estructura orgánica, el MIMP ha delineado 
mejores herramientas para proponer a los diver-
sos sectores y niveles de gobierno una mirada in-
clusiva y objetiva respecto de las brechas persis-
tentes para un real ejercicio de los derechos de 
las mujeres. Por supuesto, ello ha representado 
un proceso que aún no culmina. 

	 Visibilizar las brechas de desigualdad 
en el país significa visibilizar la situación de 
discriminación de la mujer y visibilizar que los 
hombres y las mujeres no poseen las mismas 
oportunidades para el goce y ejercicio pleno de 
sus derechos. Esto ha sido una  prioridad que ha 
decantado a la luz de la tercera etapa de conso-
lidación del ministerio, que sin duda hoy permite 
evidenciar ciertos avances como el hecho que 
las instituciones públicas estén considerando el 
principio de igualdad de género como parte de 
sus criterios orientadores, y que en los tres nive-
les de gobierno se reconozca el impacto diferen-
cial que pueden generar las políticas públicas en 
los peruanos y peruanas. 

	 El ministerio agradece a todas las perso-
nas e instituciones que lo han apoyado y confia-
ron en el sector desde su creación, y reafirma su 
compromiso de cara al futuro para garantizar la 
continuidad del marco normativo e institucional 
desarrollado por el Estado peruano en post de la 
igualdad de oportunidades entre mujeres y hom-
bres. A la vez, el MIMP impulsa el cumplimiento 
de los mandatos y compromisos para promover 
la igualdad entre mujeres y hombres, así como la 
erradicación de toda forma de violencia contra las 
mujeres, tanto dentro del Estado como a nivel in-
ternacional y global.
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Plano internacional

1979 1982 1996 2000 2002 2006 2007 2009 2012 20131993 1994 1995 2000

Se reconocen los 
derechos de la 
mujer y la niña 
como parte de los 
derechos humanos 
universales (Confe- 
rencia Mundial sobre 
Derechos Humanos).

Entra en vigencia la 
Convención sobre la 
Eliminación de todas 
las Formas de Dis-
criminación contra 
la Mujer (CEDAW).

Se promueve 
enfoques públicos 
en desigualdad de 
género y empoder-
amiento de mujeres 
(IV Conferencia 
Internacional sobre 
Población y Desar-
rollo - El Cairo).

Se impulsa el marco 
global de la igualdad 
de género (IV Confe- 
rencia Mundial sobre 
la Mujer – Beijing).

Se destaca la 
necesidad de igual-
dad entre sexos y 
la autonomía de las 
mujeres (Objetivos 
de Desarrollo del 
Milenio – ODM).

El Estado ratifica 
la CEDAW.

Se establece 
un ministerio 
dedicado a la 
mujer a raíz de 
los compromi-
sos adoptados 
en Beijing.

 Se diseña el 
primer Plan 
Nacional de 
Igualdad de 
Oportunidades 
entre Mujeres y 
Hombres (PIO).

Se diseña el 
primer Plan 
Nacional 
contra la 
Violencia 
hacia la Mujer 
(PNCVHM).

Se diseña el 
Segundo Plan 
Nacional de 
Igualdad de 
Oportunidades 
entre Mujeres 
y Hombres.

Se promul-
ga la Ley de 
Igualdad de 
Oportunidades 
entre Mujeres 
y Hombres.

Se diseña 
el Segundo 
Plan Nacion-
al contra la 
Violencia ha-
cia la Mujer.

 Se diseña el 
Plan Nacional 
de Igualdad 
de Género 
(PLANIG).

Se instaura 
el Sistema 
Nacional de 
Indicadores de 
Género (SNIG).

Hitos en igualdad

Plano nacional

Compromisos de futuro

A

C

•Balance de logros de los Estados comprometidos en la igualdad de los derechos de las 
mujeres: Cairo +20 (2014), Beijing +20 (2015) y Objetivos de Desarrollo del Milenio 2015.

•Continuar con la visibilización de las brechas de desigualdad entre mujeres y 
hombres en el país.
•Mantener incidencia en instituciones públicas para que incorporen el principio de 
igualdad de género de manera permanente en su accionar y estrategias.

Plano internacional

Plano institucional

•Evidenciar el impacto diferencial de las políticas públicas en la 
población en los tres niveles de gobierno.
•Garantizar la continuidad del marco normativo e institucional del 
Estado por la igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres.

•Monitorear los compromisos por la igualdad entre mujeres y hom-
bres y los avances en toda forma de violencia contra las mujeres.

BPlano nacional

•Según el Plan Estratégico Nacional hacia el 2021 de CEPLAN, para esa fecha la población debe gozar de sus derechos 
sin ningún tipo de discriminación.
•Eliminar las múltiples formas de violencia que enfrentan las mujeres en sus condiciones de niña, mujer rural, indíge-
na, adulta mayor y otras que representan una particular vulnerabilidad.
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